
QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE 

VÍCTIMAS, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS ARACELI DAMIÁN GONZÁLEZ Y CUITLÁHUAC 

GARCÍA JIMÉNEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA  

Quienes suscriben, diputados Araceli Damián González y Cuitláhuac García Jiménez, 

integrantes del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIII Legislatura del Congreso de la 

Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, párrafo 1, fracción I, y 77 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, someten a consideración de la Cámara de Diputados la iniciativa 

con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 

de la Ley General de Víctimas, con el objetivo de no limitar la contratación de servicios de 

expertos independientes o peritos internacionales. 

Exposición de Motivos 

El 30 de abril de 2012, el Congreso de la Unión aprobó por unanimidad de ambas Cámaras 

la Ley General de Víctimas, que cientos de organizaciones sociales promovieron, mediante 

movilizaciones sociales y diálogos con los poderes Ejecutivo y Legislativo, desde 2011. 

No obstante la aprobación de la ley en el seno de un poder soberano de la federación, Felipe 

Calderón Hinojosa se opuso a la legislación y, contraviniendo el artículo 72 constitucional, 

envió sus observaciones fuera de tiempo, lo que constituyó un veto de facto. El presidente 

del Senado, que pertenecía al mismo partido político de Calderón, rechazó las observaciones 

y le exigió cumplir con su responsabilidad constitucional. En un afán por desconocer la 

responsabilidad del Estado ante la crisis de violencia e inseguridad provocada por la 

denominada “guerra contra el narco”, el entonces presidente presentó una demanda de 

controversia constitucional para detener la ley. Después, en una maniobra histriónica, 

Enrique Peña Nieto retiró la demanda y promulgó la Ley General de Víctimas el 9 de enero 

de 2013, para distanciarse retóricamente de las acciones de su predecesor. 

La legislación despertó esperanza en decenas de miles de víctimas del crimen, la violencia, 

el abuso de poder y las violaciones a los derechos humanos, quienes veían por fin una 

posibilidad de exigir su derecho a la verdad, la justicia y la reparación del daño; sin embargo, 

la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), que creó la ley, operó con enormes 

deficiencias, por lo que sólo sirvió para acrecentar el tamaño de la burocracia en el país. La 

poca eficacia del organismo provocó que, para finales de 2016, sólo contara con dos de los 

siete comisionados que la ley mandataba. Adicionalmente, decenas de organizaciones 

sociales, víctimas y activistas cuestionaban la actuación del Comisionado presidente y 

exigían su renuncia.1 

Las incontables deficiencias en la labor de la CEAV motivaron diversas iniciativas para 

reformar la Ley General de Víctimas, que se concretaron en la reforma promulgada el 3 de 

enero de 2017. En este proceso legislativo quedaron fuera puntos de importancia ingente, 

además de que se restringe la posibilidad de contratar peritos internacionales y expertos 

independientes sólo para los casos en que no se cuente con personal nacional capacitado 

(artículos 12, 15, 21 y 23). 



Los candados que ahora tiene la ley prácticamente imposibilitan que México vuelva a tener 

la coadyuvancia de peritos y expertos independientes e internacionales, como sucedió para 

el caso de la desaparición forzada de los 43 estudiantes de la escuela normal rural Raúl Isidro 

Burgos,2 por organizaciones criminales con la participación de diversas corporaciones 

policiacas. 

Como sabemos, las constantes protestas y denuncias sobre la nula capacidad y voluntad del 

Estado mexicano para esclarecer los hechos obligaron al gobierno a suscribir con la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) el acuerdo para la incorporación de asistencia 

técnica internacional desde la perspectiva de los derechos humanos en la investigación de la 

desaparición forzada de 43 estudiantes de la normal rural Raúl Isidro Burgos, de Ayotzinapa, 

Guerrero, dentro de las medidas cautelares MC/409/14 y en el marco de las facultades de 

monitoreo que la CIDH ejerce sobre la situación de los derechos humanos en la región. 

Producto de esto, la CIDH designó a un grupo interdisciplinario de expertos independientes 

(GIEI) para hacer verificaciones técnicas de las investigaciones del gobierno mexicano en el 

caso.3 La relevancia del trabajo realizado por estos expertos quedó manifiesta desde la 

presentación de su primer informe, en el que se evidenció puntualmente cada una de las 

inconsistencias e irregularidades que sustentaban la “verdad histórica” de la Procuraduría 

General de la República (PGR), versión con la que el ex procurador Jesús Murillo Karam 

pretendió cerrar la investigación del caso, asegurando que los estudiantes habían sido 

incinerados en el basurero de Cocula, Guerrero, por una organización criminal con la ayuda 

de la policía municipal, exclusivamente. Las investigaciones y resultados presentados por el 

GIEI contaron con el aval de las víctimas directas y sus familiares, quienes exigieron a la 

PGR apegar las indagatorias a las recomendaciones emitidas. A pesar de que la PGR ha 

mantenido una retórica e investigaciones para defender la versión de Murillo, la institución 

ha tenido que ampliar las líneas de investigación, reconociendo, por ejemplo, la participación 

de la Policía Federal, policías de otros municipios y un mayor número de posibles zonas a 

las que los jóvenes fueron llevados. De igual forma, el trabajo del GIEI ha permitido a la 

sociedad exigir llegar a la verdad y hacer justicia. 

Durante la presentación de su segundo informe el 24 de abril de 2016, el GIEI reveló un 

video en el que Tomás Zerón, entonces director de la Agencia de Investigación Criminal, 

asiste con el detenido Agustín García Reyes, al río San Juan el 28 de octubre de 2014, sin 

que quedara constancia de ello en el expediente. De hecho, García Reyes se encontraba bajo 

custodia de la Subprocuraduría especializada en investigación de delincuencia organizada, y 

no estaba todavía en arraigo; es decir, no hubo orden judicial de traslado ni de aseguramiento 

de custodia, por lo que el acto careció de toda legalidad. Un día después, en el mismo lugar, 

un buzo de la Marina encontró una bolsa a partir de la que se identificaron los restos 

incinerados de Alexander Mora, lo que reforzaba, supuestamente, la versión de Murillo 

Karam. No obstante, el GIEI permitió a la sociedad conocer que, según el segundo informe 

médico realizado a García Reyes once horas antes de ser llevado al río, el detenido presentaba 

30 lesiones externas, hematomas, excoriaciones y costras hemáticas, todo ello a pesar de que 

su detención fue pacífica y de que en el primer informe médico de la Marina no se reportaron 

lesiones.4  



Debido a la denuncia pública realizada por el GIEI, la Dirección General de Asuntos Internos 

de la Visitaduría General de la Procuraduría General de la República, inició un procedimiento 

interno con el expediente DGAI/510/ CDMX/2016, donde señala que Tomás Zerón de Lucio, 

ya ex titular de la Agencia de Investigación Criminal, cometió diversas irregularidades y 

afectó el derecho a la verdad en la investigación, por lo que se dio vista a la Secretaría de la 

Función Pública para iniciar un procedimiento administrativo en su contra. Tres semanas 

después, el visitador general que realizó el informe, César Alejandro Chávez, fue destituido 

de su puesto.5 Por otra parte, con el GIEI fuera de México no existe una voz con la legitimidad 

de ese grupo que presione al gobierno federal para continuar con las investigaciones y 

establecer las sanciones correspondientes. 

También en el segundo informe, el GIEI hace una crítica al estudio del panel de “especialistas 

en fuego”, conocido como tercer peritaje, con el que la PGR apoyaba su “verdad histórica”. 

Según señala el grupo, el 31 de marzo de 2016 el panel de especialistas en fuego entregó su 

estudio mediante un documento de 9 páginas, incluida una sola fotografía del basurero de 

Cocula tomada desde Google Earth, la carta de remisión dirigida a la procuradora Arely 

Gómez, tres páginas de materiales remitidos por parte de la PGR y el GIEI para que 

elaboraran su estudio, y una más con los nombres de los especialistas y los objetivos que se 

les encomendaron; “es decir, el contenido sustantivo del estudio se limita a 3 páginas. En la 

lectura de esas 3 páginas no se observa cálculo alguno de cargas de combustible. Tampoco 

contienen referencias a los experimentos realizados sobre el fuego en madera, vegetación, 

cuerpos de animales o humanos. No hay referencia alguna a las exposiciones llevadas a cabo 

entre el 7 y 8 de marzo de 2016. No se incluye una referencia a discusión alguna o análisis 

que desestime o confirme las pericias que obraban en la averiguación previa provenientes de 

la PGR, ni el informe del Dr. Torero incluido en el primer informe del GIEI o del peritaje 

llevado a cabo por el Equipo Argentino de Antropología Forense que a esa fecha ya había 

publicado su estudio en fuego de 246 páginas, incluyendo dinámica de fuego, flora, balística 

y criminalística de campo y antropología forense”.6  

Este informe de los especialistas en fuego, señala el GIEI, “no incluye ninguna de las 

características que se deben señalar en un estudio pericial, tales como el razonamiento 

seguido que permite arribar a las conclusiones a las que se llegue y responder a las preguntas 

planteadas. Se debe indicar el método empleado, no por un mero formalismo sino para 

ilustrar al destinatario de la pericial de que el informe tiene sustento científico... Si bien la 

PGR ha señalado públicamente que dicho documento será incorporado al expediente, el GIEI 

aseugra que no tiene la consistencia necesaria que debería mostrar según el estándar 

Daubert”.7  

A estas irregularidades se suman decenas más, que concluyeron en 20 recomendaciones que 

el GIEI entregó a la entonces titular de la PGR, Arely Gómez. El ex subprocurador de 

Derechos Humanos, Prevención de Delitos y Servicios a la Comunidad, Eber Omar Betanzos, 

ha mencionado que la PGR ha atendido 88 por ciento de las “peticiones” del GIEI.8 Aunque 

en el Informe del Caso Iguala de la PGR (pp. 378-393) se da cuenta de la atención a 941 

“peticiones” del GIEI, éstas no se refieren a las 20 recomendaciones citadas, que consisten 

en: unificar las distintas causas penales, evitar la fragmentación, realizar una investigación 

integral, considerar otras violaciones de derechos humanos y delitos, llevar a cabo las 

declaraciones testimoniales pendientes (incluidos los militares del 27 Batallón de Iguala), dar 



seguimiento a la información de telefonía, balística, ADN y documentos y videos, investigar 

posible traslado de estupefacientes, identificar plenamente el quinto autobús, investigar 

denuncias por malos tratos o torturas con las debidas garantías, determinar otras 

responsabilidades en los hechos y en la investigación, llevar a cabo nuevas capturas, 

investigar el patrimonio de presuntos responsables, investigar la posible obstrucción de la 

investigación, cambiar la narrativa del caso, continuar con los procesos de búsqueda y la 

investigación de nuevas informaciones, mantener los espacios de diálogo con los familiares, 

evitar la revictimización y garantizar la seguridad de las víctimas. 

Si bien el gobierno mexicano ha apostado por el olvido en el caso de los 43 normalistas, es 

innegable que sin la colaboración del GIEI no se habrían revelado todas las inconsistencias, 

irregularidades e ilegalidades cometidas por los peritos nacionales designados por la PGR. 

Los aportes del GIEI, además, cobran mayor relevancia porque al haber tenido resultados tan 

concretos en un lapso relativamente corto, se orquestó una campaña de desprestigio en contra 

de los expertos que culminó con la negación del gobierno federal para ampliar el periodo de 

coadyuvancia, por lo que los expertos tuvieron abandonar su participación en las 

investigaciones.9  

Ayotzinapa no es un caso aislado, sino emblemático de la crisis de seguridad, violencia y 

violación de los derechos humanos que México vive. Las investigaciones deficientes, 

basadas no en pruebas científicas sino en testimonios obtenidos bajo tortura –como el de 

Sidronio Casarrubias–,10 constituyen la regla en los más de 30 mil casos de desaparición en 

el país. Por tal motivo, es indispensable permitir a las víctimas buscar la ayuda de expertos 

independientes y peritos internacionales sin restringir este derecho a agotar las posibilidades 

nacionales.  

Otro caso en el que los peritajes independientes de expertos internacionales fueron de 

fundamental importancia en México es el del Equipo Argentino de Antropología Forense 

(EAAF). Como es de conocimiento internacional, entre 1993 y 2005, más de 500 mujeres 

desaparecieron y fueron víctimas de feminicidio en Juárez, Chihuahua. La negligencia de las 

autoridades para investigar fue tal que quedó evidenciada en la Recomendación 44/1998 de 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH)11 y en el Informe 2005 sobre 

México del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de la 

Organización de Naciones Unidas.12 En 2004, la Oficina en Washington para Asuntos 

Latinoamericanos contactó al EAAF a petición de la Comisión Mexicana de Defensa y 

Promoción de los Derechos Humanos, AC, con el objetivo de solicitar asistencia técnica para 

la exhumación, análisis y trabajos de identificación de más de 60 cuerpos de mujeres víctimas 

de feminicidio; a la petición se sumó después la organización Justicia para Nuestras Hijas. 

Producto de una investigación preliminar en 2004, el EAAF concluyó que había problemas 

graves en todas las fases del trabajo forense mexicano; después, en 2005 se firmó un acuerdo 

con la procuraduría chihuahuense para que el EAAF coadyuvara en una parte de las 

investigaciones.13 Por supuesto, a más de dos décadas de la crisis de feminicidios en Juárez, 

el Estado mexicano no ha garantizado la justicia para las cientos de víctimas; sin embargo, 

el trabajo del EAAF fue clave para revelar las múltiples inconsistencias del negligente trabajo 

ministerial de las autoridades mexicanas. Además, en los años recientes el EAAF hizo 

importantes aportaciones en la investigación del caso Ayotzinapa, y en enero de 2017 el 



gobierno de Coahuila firmó un acuerdo con el equipo de expertos forenses para colaborar en 

la búsqueda e identificación de restos de personas desaparecidas.14  

También de conocimiento internacional es que el 5 de junio de 2009 en Hermosillo, Sonora, 

49 niñas y niños murieron, y más de 100 resultaron heridos con quemaduras de gravedad, en 

el incendio de la Guardería ABC, subrogada por el Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Ante la inverosímil versión oficial sobre un accidente en una bodega contigua, el Juzgado 

Primero de Distrito tuvo que integrar al expediente del caso el peritaje de David Smith, 

consultor estadunidense independiente, cuyas conclusiones apuntan que el siniestro fue 

provocado.15  

Tomando en cuenta los relevantes aportes realizados por peritos independientes extranjeros, 

vale la pena señalar aquí el inciso C del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos en el que se enlistan, en siete fracciones, los derechos de las víctimas, 

entre los que claramente se apunta: 

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de 

prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen 

las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los 

términos que prevea la ley. 

Por tanto, condicionar las investigaciones de expertos independientes o peritos 

internacionales que coadyuven en las investigaciones y procesos para alcanzar efectivamente 

la verdad, justicia y reparación del daño constituye una violación a los derechos 

constitucionales de las víctimas. 

La reciente reforma a la Ley General de Víctimas alteró el Capítulo V del Título Segundo –

titulado “Del derecho a la verdad”. El párrafo quinto del artículo 21, establecía que  

Artículo 21. El Estado, a través de las autoridades respectivas, tiene la obligación de 

iniciar, de inmediato y tan pronto como se haga de su conocimiento, todas las diligencias 

a su alcance para determinar el paradero de las personas desaparecidas [...].  

... 

... 

... 

Los familiares de las víctimas tienen el derecho a estar presentes en las exhumaciones, 

por sí y/o a través de sus asesores jurídicos; a ser informadas sobre los protocolos y 

procedimientos que serán aplicados; y a designar peritos independientes, acreditados 

ante organismo nacional o internacional de protección a los derechos humanos, que 

contribuyan al mejor desarrollo de las mismas.  



Es decir, antes de la reforma de enero de 2017, la Ley General de Víctimas ya reconocía el 

derecho de los familiares de desaparecidos para designar peritos independientes. El nuevo 

texto del citado párrafo señala que: 

La Comisión Ejecutiva, así como las Comisiones de víctimas de las entidades federativas, 

podrán cubrir los costos de los exámenes a que se refiere el párrafo anterior, con cargo al 

Fondo o al Fondo Estatal, según corresponda. Sólo se podrán contratar servicios de 

expertos independientes o peritos internacionales, cuando no se cuente con personal 

nacional capacitado en la materia. 

Esto es regresivo y violatorio a los derechos de las víctimas, pues atenta contra el derecho a 

la verdad que la misma Ley General de Víctimas garantiza en las fracciones III y VII del 

artículo 7, y en el Capítulo V de su Título Segundo; de igual forma, la reforma atentó contra 

la fracción XXII del artículo 7, en la que se establece que las víctimas no pueden ser 

discriminadas ni limitadas en sus derechos. Por lo antes expuesto, propongo las siguientes 

modificaciones al texto vigente de la Ley General de Víctimas: 





 

Estas modificaciones permitirán a las víctimas gozar de sus derechos sin limitaciones y 

acercarse la verdad y justicia en cada uno de sus casos. 



En consideración de lo antes expuesto, someto a consideración de esta Cámara de Diputados 

el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley General de Víctimas  

Artículo Único. SE reforman el párrafo quinto del artículo 21; el artículo 23. Se adicionan 

la fracción XXXVII del artículo 7, recorriéndose la anterior XXXVII a XXXVIII. SE 

DEROGAN el párrafo tercero de la fracción XIII del artículo 12; párrafo tercero del artículo 

15; de la Ley General de Víctimas, para quedar como sigue: 

Artículo 7. ... 

... 

I. a XXXV. ... 

XXXVI. Tener acceso ágil, eficaz y transparente a los fondos de ayuda federal y estatales 

en términos de esta ley; 

XXXVII. A solicitar ayuda internacional humanitaria, así como apoyo de peritos y 

expertos internacionales con cargo al Fondo o al Fondo Estatal, según corresponda; 

XXXVIII. Los demás señalados por la Constitución, los Tratados Internacionales, esta 

Ley y cualquier otra disposición en la materia o legislación especial. 

Artículo 12. Las víctimas gozarán de los siguientes derechos: 

I. a XII. ... 

XIII. En los casos que impliquen graves violaciones a los derechos humanos, a solicitar 

la intervención de expertos independientes, a fin de que colaboren con las autoridades 

competentes en la investigación de los hechos y la realización de peritajes. Las 

organizaciones de la sociedad civil o grupos de víctimas podrán solicitar que grupos de 

esos expertos revisen, informen y emitan recomendaciones para lograr el acceso a la 

justicia y a la verdad para las víctimas. 

La Comisión Ejecutiva, así como las Comisiones de víctimas de las entidades federativas, 

podrán cubrir los gastos que se originen con motivo de la contratación de expertos 

independientes o peritos a que se refiere el párrafo anterior, con cargo al Fondo o al Fondo 

Estatal, según corresponda. 

Se deroga.  

Artículo 15. Las víctimas tienen derecho a que se les explique el alcance y trascendencia de 

los exámenes periciales a los que podrán someterse dependiendo de la naturaleza del caso, y 



en caso de aceptar su realización a ser acompañadas en todo momento por su Asesor Jurídico 

o la persona que consideren. 

La Comisión Ejecutiva, así como las Comisiones de víctimas de las entidades federativas, 

podrán cubrir los costos de los exámenes a que se refiere el párrafo anterior, con cargo al 

Fondo o al Fondo Estatal, según corresponda. 

Se deroga.  

Artículo 21. ... 

... 

... 

... 

La Comisión Ejecutiva, así como las comisiones de víctimas de las entidades federativas, 

podrán cubrir los costos de los exámenes a que se refiere el párrafo anterior, con cargo al 

Fondo o al Fondo Estatal, según corresponda.  

... 

... 

... 

Artículo 23. Las organizaciones de la sociedad civil, tales como asociaciones profesionales, 

organizaciones no gubernamentales e instituciones académicas, así como expertos 

independientes o peritos internacionales con cargo con cargo al Fondo o al Fondo Estatal, 

según corresponda, podrán proporcionar a la autoridad competente, los resultados que arrojen 

sus investigaciones de violaciones a los derechos humanos, con el fin de contribuir con la 

búsqueda y conocimiento de la verdad. Las autoridades deberán dar las garantías necesarias 

para que esta actividad se pueda realizar de forma libre e independiente. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 
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